
        
            
                
            
        

    
Remontar fronteras para trabajar en el sur de México: el caso de adolescentes de Guatemala en Tapachula
Overcoming Borders to Work in Southern Mexico: The Case of Guatemalan Adolescents in Tapachula
Martha Luz Rojas-Wiesner[*] 

Resumen: Una  combinación de disposiciones encaminadas al ordenamiento  de flujos migratorios fronterizos y transfronterizos, por un lado, y de medidas relacionadas con  la edad  mínima para  trabajar  y con  la “erradicación del trabajo  infantil”, por el otro, ha tenido  diferentes efectos en la dinámica y experiencias de la movilidad internacional de adolescentes guatemaltecos que llegan a trabajar  temporalmente en actividades informales en la ciudad  de Tapachula, Chiapas. La aplicación de tales medidas sin considerar contextos, circunstancias y causas  de la migración, así como las diferencias por edades específicas, ha incrementado los riesgos  y las vulnerabilidades para migrantes menores de 18 años, lo que contradice el enfoque de derechos humanos que las propias  autoridades expresan sobre la necesidad del reconocimiento de esta población como sujeta  de derechos. En este contexto y con base en entrevistas en Tapachula,  se enfatiza  en los obstáculos que los adolescentes guatemaltecos deben remontar para cruzar la frontera y  trabajar  en esta ciudad.
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Abstract: A combination of legal  provisions for  the  management of border  and cross-border migration flows,  on the one hand,  and measures  related  to  the  minimum working age  and  the  “eradication of child  labor”,  on the other,  have  had different  effects  on the dynamics and experiences on the international mobility of Guatemalan adolescents who participate in the temporary informal work activities in the city  of Tapachula, Chiapas. The application of such  legal  provisions without regard  to contexts, circumstances, and  causes  of migration, as well as age-specific differentiations, has increased risks  and vulnerabilities  for migrants under  the  age  of 18.  This situation contradicts the human  rights approach that authorities themselves proclaim on the recognition of this population as a subject  of rights. In this context  and based on interviews in Tapachula, this article  emphasizes the obstacles that  Guatemalan adolescents must  overcome to cross  the border  and work in this city.
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Introducción
Las medidas de control  y contención migratorias de los últimos  años, en México, no sólo han afectado la movilidad de personas que buscan cruzar  el territorio nacional para llegar  a Estados  Unidos, también  han tenido diferentes efectos en la dinámica y en las experiencias de movilidad internacional en su llamada “frontera sur”, tanto para personas nacidas en otros países que ya están viviendo en esta región como para quienes llegan a trabajar  de manera  estacional o bien  cotidiana a localidades vecinas o colindantes, en particular con Guatemala (ver,  por ejemplo, Rojas  y Vargas,  2014;  Basok,  Bélanger, Rojas  y Cándiz, 2015;  Rojas,  2017).  Si bien este régimen migratorio restrictivo ha tenido efectos en estas distintas modalidades de movilidad, en el presente artículo  se busca  focalizar la atención en la de personas de 15 a 17 años  cumplidos, originarias de Guatemala, que  durante  décadas  y con  distintas temporalidades han llegado  a trabajar  a localidades fronterizas del estado de Chiapas.

Las mayores restricciones impuestas por el actual régimen migratorio mexicano han obligado a una parte de este grupo de personas a recurrir  a varias acciones para poder  cruzar  la línea fronteriza. Esta línea divisoria, como  lo  señalara Jan  de  Vos  (2005),   en  distintos momentos de  su historia, se ha erigido como frontera-límite, afectando la vida de personas en y de la región.[1] Pero  esta frontera, también “es región  de encuentro de gente  que  lleva  siglos  de cruzarla en los dos  sentidos y de distinta manera” (ídem:  15). La interacción cotidiana, no sólo comercial o con fines  laborales o turísticos, sino  además  de cercanía mediante lazos  de parentesco y compadrazgo en un territorio que fue cruzado por una línea internacional, incide en el tipo de percepción que se tiene sobre la frontera y el significado que cobra  para  quienes  viven  allí o en su proximidad. Hasta  hace  pocos  años,  tanto  las  personas originarias de  Guatemala como las personas de localidades mexicanas vecinas no percibían el cruce fronterizo como un límite.  Según  Carol Girón  (2010),  la frontera no se concebía como  demarcación y la palabra  “migración” era asociada con ir a Estados  Unidos; mientras que  México  se asociaba a lugar  cercano para trabajar  y obtener  un ingreso  para la subsistencia de la familia.  Sin embargo, en  los  tres  últimos  lustros,  el mayor  control  fronterizo y la exigencia de documentos migratorios, junto a las restricciones a la edad para la documentación migratoria independiente de personas “menores de dieciocho años”,  han  incidido en las formas  en que  este  grupo  de personas cruza de Guatemala a México  y cómo redefine  la frontera y su movilidad en la región.

Desde hace varios años, cuando  comenzamos a estudiar la situación de  las  mujeres  y de  los  “menores de  dieciocho años”  de  Guatemala que llegaban a trabajar  de manera  temporal a la región  Soconusco en actividades agrícolas, habíamos llamado la atención sobre el trato que, en  particular, estaban  recibiendo adolescentes que  aún  no  cumplían 16 años,  a quienes  a mediados de la década  de 2000  se les comenzó a negar  el trámite  migratorio correspondiente y su ingreso  a México  si no demostraban acompañamiento de sus  progenitores, mientras que a adolescentes con  16  y 17  años  se les  pedía  la autorización de  sus progenitores para trabajar  en las unidades productivas a las que se dirigían.   Estas  restricciones en la documentación migratoria no sólo se han enfocado en el flujo de trabajadores y trabajadoras agrícolas, sino, en general,  en adolescentes de Guatemala que buscan  trabajo  en México.[2] Hay distintas evidencias de los efectos  negativos de la aplicación de estas  medidas que  hemos  constatado durante  más  de una  década: la producción de irregularidad migratoria, el redireccionamiento del flujo  migratorio, y las  mayores dificultades y riesgos  que  enfrenta el grupo de población en mención para llegar a localidades fronterizas de México  a trabajar. Situaciones que  también se pueden  evidenciar en otros contextos, y para otras edades,  como resultado del mayor  control migratorio (ver, por ejemplo, Velasco, 2016).  Aquí nos focalizamos en el caso de adolescentes entre 15 y 17 años cumplidos por los efectos  de la combinación de las medidas ya mencionadas.

Para este artículo  nos basamos en testimonios de quince  adolescentes,  de un total  de veinte  participantes, en un taller[3] que  llevamos a cabo  en  2012,  enfocado a conocer sus  experiencias de  trabajo  en  la ciudad  de Tapachula. El taller es una actividad de una línea de investigación relacionada con el estudio  de las características y las condiciones de vida y de trabajo  de migrantes de origen guatemalteco que viven y/o trabajan en Chiapas. En este taller  en especial  surgieron expresiones y experiencias relativas al régimen migratorio restrictivo y a las dificultades que habían  comenzado a percibir  para llegar  a trabajar  a Chiapas. Estos  adolescentes llegan  a la ciudad  de Tapachula, por  temporadas cortas o largas, para ocuparse en actividades caracterizadas por la informalidad, ya sea por el tipo o naturaleza de la unidad  económica en la que se emplean o por el tipo de trabajo  que desempeñan (OIT,  2014).

Al momento del taller, los quince  adolescentes tenían  entre 15 y 17 años cumplidos, edades  que según la legislación mexicana y las normas laborales internacionales son admitidas para poder trabajar. En México, la edad mínima para trabajar  es quince  años. Esta edad mínima puede ser diferente en otros contextos, aunque  el rango que va de esa edad mínima laboral  hasta cumplir dieciocho años puede tener condicionantes para trabajar, como sucede  en México. Estos condicionantes deben  ser acatados por  los  empleadores y ser  supervisados por  las  autoridades laborales, pero cuando  se trata de migrantes, las autoridades migratorias también intervienen al establecer los requisitos para la expedición de documentos migratorios con autorización para trabajar. Si bien en 2018 estas personas ya tienen un poco más de veinte años, nos interesa llamar  la atención sobre  los obstáculos aún vigentes para adolescentes de Guatemala de 15, 16 y 17 años  que llegan  a trabajar  a localidades fronterizas de México.  Aunque la autoridad migratoria mexicana reconoce  que este grupo  de migrantes tiene  derechos (Unicef  México  e INM/DGPMV, 2013),  la imposición de restricciones para su ingreso a México  resulta  contraria a ese discurso. Con  estas  restricciones, no sólo  se produce irregularidad migratoria, como  ya lo mencionamos, también movilidad clandestina (Brachet, 2018).  La exigencia de documentos migratorios de facto  produce categorías de personas —migrantes/no migrantes; en situación migratoria regular/irregular, entre otras—, que  han  sido  cuestionadas por  contravenir la obligatoriedad en la garantía y protección de derechos de la niñez  y la adolescencia, independientemente de su situación migratoria.

La preocupación de las autoridades mexicanas por: 1. el control  migratorio, 2. la observancia rígida  de la edad mínima para trabajar, y 3. la aplicación de las disposiciones relativas a la “erradicación del trabajo infantil”, sin un análisis  específico del contexto, de las circunstancias y de las causas  de la migración, tiene efectos  contrarios al reconocimiento de la niñez y de la adolescencia migrante como  sujetas  de derechos, en especial  si se considera que personas de estos grupos  de edad llegan a trabajar  a México  como una estrategia de sobrevivencia familiar.

Este artículo  se estructura en cuatro partes. En primer lugar, se alude a la definición de adolescencia, como parte del concepto más amplio  de niñez, pero enfatizando en la clasificación por edades,  que se ha tomado como referente por las autoridades de trabajo  y de migración para definir la edad mínima para el trabajo  y la edad para la documentación migratoria  de manera  autónoma. En segundo lugar, a partir de la revisión de la literatura sobre el tema, se destaca  la participación de niñas, niños y adolescentes en la migración, como  sujetos  sociales  de derechos. con énfasis en su agencia  en estos procesos, en particular cuando  hay restricciones para su movilidad. En tercer lugar, se señalan  elementos relativos al control  migratorio y a la regulación de la edad para trabajar  que inciden en las experiencias de migración de adolescentes de Guatemala. En cuarto  lugar,  se abordan algunas  de las experiencias en la migración de adolescentes guatemaltecos en Tapachula y las estrategias que usan para poder trabajar  en esta ciudad,  en una época en que la gestión  migratoria se ha enfocado a la administración de flujos migratorios. Finalmente, se presentan algunas  reflexiones —y no conclusiones— con miras a revisar las formas  como  se diseñan  y aplican  las normas  que se supone  deben estar  dirigidas a la protección y al reconocimiento de migrantes como “sujetos de derechos”.

Adolescentes y las clasificaciones por edad
Normativamente, en muchos países,  incluidos México  y Guatemala, los dieciocho años marcan  el comienzo de la “vida adulta”, una “etapa” de la vida en la que jurídica  y socialmente se reconoce que las personas ya pueden  tomar  decisiones, que son responsables de sus actos,  que se convierten en “ciudadanas/os” con derechos y obligaciones, entre otras asignaciones sociales. En  ese  sentido, los  dieciocho años  constituyen “la  edad”  límite  o frontera que  no  sólo  delimita, sino  que  demarca socialmente un momento en la vida  de las personas a partir  del cual son admitidas en el mundo  de la adultez.  En ese mundo  se asume  que las personas están “completas” o “listas” para la vida (Cruz, 2009: 171). A quienes  aún no cumplen esa edad  se les categoriza como  “menores de edad”  o, simplemente, como  “menores”, concepto este último  que ha recibido críticas  por estar asociado a un enfoque tutelar  mediante el cual se concibe  a la niñez  como  “objeto  de protección”[4] ; mientras que se aboga  por  aludir  a este  grupo  como  “niños,  niñas  y adolescentes” por considerar que se inscribe  en un enfoque de “protección integral  de derechos” que les concibe  como “sujetos de derechos”[5] .

Los “menores de dieciocho años”  constituyen el grupo  que ha sido definido  de manera  genérica como  niñez,  de acuerdo con la Convención de los Derechos del Niño [y de la Niña][6] , CDN, rango de edad que se toma como referencia para la aplicación de ciertos  principios para la protección de derechos.[7] En este amplio  rango, se suele distinguir entre niñez  y adolescencia,[8] aunque  sigue  habiendo un uso genérico de “niñez” para aludir  al grupo  en mención. Para el caso de la adolescencia, instituciones, como  la Organización Mundial de la Salud,  OMS,  o el Fondo  de Naciones Unidas  para  la Infancia, Unicef,  distinguen entre la adolescencia temprana —de 10 a 14 años—  y la adolescencia tardía —de  15 a 19 años—  (OMS,  s.f.; Unicef,  2011).  La delimitación por edad en estricto  sentido  es arbitraria. Cualquiera de estos grupos  no es homogéneo, hay variaciones en cada sociedad y en cada contexto histórico,  por lo que no se pueden  hacer generalizaciones ni tratar a estas agrupaciones como si fueran  unidades (Ariza,  2005).

Aquí hacemos referencia a este tipo de clasificaciones por edad debido a nuestro  interés  sobre las restricciones derivadas del establecimiento de una edad  mínima para trabajar, así como  de los condicionantes según  edad para llevar a cabo trámites migratorios con autonomía. En otras palabras, buscamos cuestionar la rigidez  con la que se ha aplicado este tipo de criterios que, bajo el argumento de la edad y de la “protección de los menores”, limita las oportunidades para adolescentes guatemaltecos de entre 15 y 17 años cumplidos que buscan  mejorar  en algo sus condiciones de vida con un trabajo  temporal en México. De acuerdo con el Decreto  por el que se reforma  la fracción  III del apartado A del artículo  123 de la Constitución Política  de los Estados  Unidos  Mexicanos (2014)  y el Decreto  por el que se reforman y derogan  diversas  disposiciones de la Ley Federal  del Trabajo, en materia  de trabajo  de menores  (2015), estos adolescentes cumplen con la edad mínima para trabajar  en México, pero, además, no están realizando un trabajo  peligroso, tal como lo define la OIT (s.f.), como lo analizaremos más adelante. Desde nuestro punto  de vista,  la aplicación estricta  de disposiciones por criterios de edad,  en una  interpretación sumamente rígida,  sin  tomar  en cuenta aspectos contextuales y culturales, así como  principios enunciados en las propias  disposiciones, e incluso  en las propias  recomendaciones de la OIT, lejos de disuadir a estos adolescentes a no migrar,  los expone  a una mayor  vulnerabilidad a la explotación laboral,  a la discriminación, a la inseguridad y a distintas formas  de precariedad.

Adolescentes en la migración como sujetos sociales de derechos

En México, como  en otros  países,  desde  hace  algunos  años  ha habido una  preocupación por  la  migración de  niños,  niñas  y  adolescentes, fundamentalmente porque   se  ha  producido un  incremento notorio de  migrantes de  estos  grupos  de  población que  viajan  solos  o sin  la compañía de un  familiar  mayor  de dieciocho años;[9] situación que  se presume los expone  a distintas amenazas y, por tanto, a distintas formas de vulnerabilidad, aunque hay que decir que en determinados territorios y contextos esta compañía no necesariamente los exime de estos peligros, pues las posibilidades de la protección han sido seriamente restringidas.[10] 

De manera  similar  al estudio  de la migración femenina, sólo hasta hace  poco  el estudio  de la migración de niños,  niñas  y adolescentes comenzó a constituirse en  un  área  de  interés  o de  conocimiento en sí misma,  no sólo  desde  la academia, sino  desde  organizaciones de la sociedad civil  y desde  instituciones que  trabajan en el tema.  El poco interés  era resultado del tipo de enfoque usado  para su análisis.  Según Dobson (2009),  en algunos  estudios se ha tratado  a la niñez  migrante como  una  extensión de  la migración de  adultos, como  parte  de  un grupo  familiar, y como  si fuese “un equipaje” o una cosa transportada por una persona  adulta,  por lo que se estudiaba de manera  asociada a la migración de esta última  población.

El  marco   jurídico  internacional[11] que  hace  referencia  a  niños, niñas  y adolescentes —de manera  genérica, “niñez”— ha incidido en la manera  de conceptualizar a la población migrante en estos  grupos de edad  (Gallo,  2005;  Bhabha, 2008;  Esser  et al.,  2016),  lo que  ha contribuido a cambiar la visión tutelar o asistencialista hacia una visión que  los considera como  sujetos  de derechos humanos (Gallo,  2005: 139).  Los  principios en  los  que  se  fundamenta este  marco  jurídico como  son el derecho a la no discriminación, el derecho a la vida  y al desarrollo, y el derecho a ser escuchados y a la participación, así como el interés  superior de la niñez,  entre  otros  principios fundamentales, han contribuido a una perspectiva que, en el caso de la migración, se centra en niños, niñas y adolescentes, independientemente de su estatus migratorio y de la modalidad de su migración (Gallo,  2005;  Bhabha, 2008;  Chávez  y Menjívar, 2010;  Boehm  et al., 2011;  Beazley, 2015). 

Este enfoque no ha estado  exento  de críticas,  en especial, en cuanto  a la aplicación de las disposiciones de la CDN,  lo que  ha derivado en distintas observaciones del Comité  de los Derechos del Niño, como las relativas al derecho a la participación (núm. 12)[12] y a los derechos de la niñez indígena (núm.  11).[13] 

En  el  análisis   de  los  procesos migratorios en  los  que  participan niños, niñas y adolescentes, la literatura en el tema se ha enfocado en las experiencias en los lugares de origen, en los trayectos hacia algún destino —sin  que éstos sean unidireccionales— y en los lugares  de destino, así como en las interacciones que se producen entre dichos  territorios (ver, por ejemplo, Casillas, 2006;  Fuentes  y Moreno, 2008;  Galindo, 2009; Girón,  2010;  Caballeros, 2011;  Valdéz-Gardea, 2011).  En  la última década  en  particular, ha  habido  una  creciente preocupación por  las experiencias en el tránsito  hacia lugares  en los que la población en estos grupos de edades busca algún tipo de seguridad para sus vidas, enfatizado sobre  los riesgos  y las situaciones de vulnerabilidad que enfrentan y, al mismo  tiempo,  llamando la atención sobre los retos para su protección (ver,  por  ejemplo, Unicef,  2011;  Chávez  y Menjívar, 2010;  Bhabha, 2011b;   Ceriani, 2013;  Musalo, Ceriani   y  Frydman, 2015).   Varios estudios se enfocan en los factores  contextuales que facilitan, motivan e involucran a niños,  niñas y adolescentes en la migración; sin embargo, se ha llamado la atención sobre  la poca importancia que se ha dado  al análisis  de la capacidad de acción,  la agencia  y la elección de este grupo de población, que incluye  a los adolescentes de nuestro  interés (Bhabha, 2008 y 2011a;  Dobson, 2009; Boehm  et al., 2011; Esser et al., 2016).

Según Boehm  et al. (2011),  los enfoques analíticos en los estudios de niños,  niñas  y adolescentes migrantes buscan  una mayor  comprensión de estas experiencias y del papel  que juegan  las instituciones, la comunidad, la familia  y el Estado  en las “rupturas” cotidianas que ocasiona la migración, así como  en la construcción y negociación de la agencia  de niños,  niñas y adolescentes en su propia  movilidad o en la de otros integrantes de la familia  (Boehm et al., 2011; ver también, Tyrrel,  2011). Estos  cambios se inscriben en un  debate  más  amplio  en los  estudios sobre  niños,  niñas  y adolescentes llevados a cabo  por  la sociología, la psicología y la investigación en educación que habían  instrumentalizado a este grupo  de población y se habían  centrado en los procesos de crecimiento o en el cambio  hacia la adultez  (Esser  et al., 2016).  En dichos debates  se ha cuestionado el uso del concepto de agencia, así como de lo que implica  pensar  en niños,  niñas  y adolescentes como  “actores sociales”, en particular si no se les concibe  como  personas histórica y socialmente situadas y, además, interdependientes (Esser et al., 2016).

Niñas,  niños  y  adolescentes se  involucran en  distintas formas  y modalidades  de  los  procesos  migratorios,  ya  sea  motivando  estos procesos, como migrantes que viajan como parte de un grupo familiar, o bien  como  migrantes por  cuenta  propia  o independiente (Bhabha, 2008;  Yaqub,   2009;  Boehm   et  al.,  2011).  Esta  participación se  ve afectada por  medidas restrictivas a  la  movilidad, las  cuales   tienen distintas repercusiones. En estos  procesos, niñas,  niños  y adolescentes emplean  estrategias  relacionadas  con  sus  vidas   y  con  su  entorno, basadas   en  la  reflexividad consciente  de  sus  acciones, esto  es,  del conocimiento que tienen  de sus acciones y del contexto en el que éstas se desarrollan (Giddens, 1995).  En Basok  et al. (2015),  señalábamos que mientras la noción  de agencia  destaca  la capacidad de los actores para la acción,  ésta no explica  el proceso  mediante el cual las personas se conviertan en agentes  de sus propios  intereses, por lo que recurrimos a la noción  de «técnicas del yo»[14] de Foucault, las “que permiten a los individuos efectuar, por cuenta  propia  o con la ayuda  de otros,  cierto número de  operaciones sobre  su  cuerpo   y  su  alma,  pensamientos, conducta, o cualquier forma de ser, obteniendo así una transformación de sí mismos  con el fin de alcanzar cierto  estado  de felicidad, pureza, sabiduría o inmortalidad” (Foucault, 2008:  48). Estas  técnicas del yo implican formas  de aprendizaje y modificaciones de sí mismo,  tanto en  habilidades como  en  actitudes. Así,  se  confronta la  imposición de  medidas restrictivas derivadas del  ejercicio de  poder  del  Estado mexicano que  limita  la movilidad de adolescentes como  trabajadores migrantes. Frente  a esta  visibilización estatal  que  dirige  su  atención al control  del mencionado grupo  poblacional, dicho  grupo  despliega mecanismos de invisibilidad.

Los mecanismos de invisibilidad-visibilidad pueden  adquirir distintas formas,  no necesariamente como  una  estrategia desplegada como producto de la agencia  de sujetos  sociales, sino también como dispositivos que responden a varios  imperativos, por ejemplo, a la aplicación de  determinadas disposiciones jurídicas o medidas, lo que  hace  que en  ciertas  circunstancias y determinados espacios alguien  cobre  presencia,  pero  en  otras  permanezca invisibilizado (Rojas  y De  Vargas, 2014).  Cuando se habla  de invisibilidad, entonces, se hace  referencia a varias  situaciones, pero aquí nos referiremos a la invisibilidad como estrategia de poder,  como el arte de pasar desapercibido, pero también de moverse a otro  lugar  sin ser notado,  como  formas  de resistencia y de confrontación silenciosa a un imperativo que restringe su movilidad y la posibilidad de trabajar  debido  a su edad.  Desde  la filosofía  social crítica,  la invisibilidad es “una categoría hermenéutica que se hace cargo de la interpretación de un  fenómeno contradictorio que  consiste en existir,  en ser-ahí  y, al mismo  tiempo,  en no ser visto/percibido u oído/escuchado” (Bourdin, 2010:  17).  Estas  estrategias, sin embargo, no están exentas  de la exposición a riesgos  y al incremento de distintas vulnerabilidades (Fuentes y Mena,  2008;  Caballeros, 2011;  Rojas  y Caballeros, 2015).
Régimen migratorio y regulación laboral
En  los episodios históricos de la frontera de México  con  Guatemala y Belice  que  Jan  de Vos  distinguió (ver  nota  de pie  de página  3), la producción de la demarcación internacional ha tenido  sus propias  especificidades: en los tres primeros episodios, la línea divisoria se mueve para delimitar territorios; en los dos últimos  esa línea ya establecida se vuelve  objeto  de preocupación del gobierno mexicano debido  al notorio  cruce  de personas, en particular, desde  territorio guatemalteco. Las preocupaciones por la seguridad nacional de la década  de 1980  se exacerbaron y adquirieron otra dimensión a partir de los años noventa debido  al tránsito  fronterizo con la finalidad de llegar a Estados  Unidos (De Vos, 2005).  Con esta mirada  histórica, la llamada  frontera sur de México  cobra  distintos significados. En las tres últimas  décadas, para dicha  región,  se evidencia lo que  algunos  autores, desde  un enfoque constructivista, dicen  debe  concebirse como  un régimen fronterizo y no sólo como  una frontera: “[e]sto  involucra no solo la lógica  gubernamental sino  también la producción de  fronteras desde  y con  una perspectiva de migración” (Casas-Cortés et al., 2014:  15).

Desde  este enfoque, la migración es una  fuerza  activa  que  desafía,  cruza  y reestructura la frontera, que “constituye un sitio  de constante encuentro, tensión, conflicto, y contestación” (ibídem).

Desde la d  écada  del año 2000, en México  se ha insistido en la necesidad  de una política  integral  en materia  migratoria que supere  el enfoque de gestión  de flujos migratorios (ver, por ejemplo, Sin Fronteras, 2008).  Sin embargo, dicha perspectiva prevalece, aunque  se haya avanzado  en una  Ley  de Migración y en otras  disposiciones (ver  Decreto por el que se expide la Ley de Migración, 2011).  El “ordenamiento” de la migración, lejos  de facilitar  trámites y procesos administrativos, ha impuesto requisitos que no son fáciles  de cumplir para muchas  personas (Basok  y Rojas,  2017).  En general,  para el caso que nos ocupa,  las medidas de control  y contención de la migración se han entrecruzado con la rígida aplicación por parte del Instituto Nacional de Migración, INM,  de las disposiciones de la Organización Internacional del Trabajo,  OIT,  relativas a la erradicación del trabajo  infantil, las cuales  se vinculan con el Convenio sobre  las peores  formas  de trabajo  infantil, 1999  —Convenio 182—  y con  el Convenio sobre  la edad  mínima, 1973  —Convenio 138—,  el primero ratificado por México  en el año 2000  y el segundo en el año 2015.  A estas  disposiciones se sumaban los compromisos de México  con el Protocolo de las Naciones Unidas para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Personas, Especialmente Mujeres y Niños,  que fue ratificado en 2003 y que obligaba al país a generar  políticas inmediatas y medidas de combate a este delito garantizando  la protección de las víctimas.

Esa combinación de disposiciones produjo una visibilización para las  autoridades migratorias mexicanas de  las  personas “menores de dieciocho años”  originarias de  Guatemala, que  venían  a  trabajar   a Chiapas durante  la década  del año 2000.  En 2003,  a unos  meses  de que la OIT estableciera el Día mundial contra  el trabajo  infantil,[15] la Delegación Regional del INM en Chiapas restringió el ingreso  al país de personas menores de catorce  años  procedentes de Guatemala que llegaban a trabajar  o a buscar  trabajo  de manera  temporal en dicha entidad; la restricción también incluía  a quienes  tuvieran la edad, pero no contaran con el permiso de los padres  mediante una carta certificada.[16] Hasta  la actualidad, estos requisitos se siguen  aplicando, aunque con un ajuste  en la edad mínima para trabajar, que se supone  debería ser de quince  años,  en concordancia con la ratificación del gobierno mexicano del Convenio 138 de la OIT relativo  a la edad mínima para la admisión al empleo.

La  Ley   Federal   del  Trabajo  (LFT,   2015)   vigente   establece  la prohibición de  la  “utilización del  trabajo  de  los  menores de  quince años”,  consignada en la fracción III del artículo  123  constitucional[17] y, además, impone  restricciones para  el trabajo  de mayores de quince años, pero menores de dieciocho, estableciendo lo siguiente:

Las personas mayores  de quince,  pero  menores  de dieciséis  años  requieren autorización de sus padres  o tutores[18]  y, a falta  de ellos,  del sindicato al que pertenezcan, de la Junta de Conciliación y Arbitraje, del Inspector del Trabajo o de la Autoridad Política  (artículo 22).

Se prohíbe  utilizar  el trabajo  de personas mayores de quince  años, pero menores de  dieciocho que  no  hayan  terminado su  educación básica obligatoria, con excepción de los casos que apruebe la autoridad laboral correspondiente y en los que considere que hay compatibilidad entre los estudios y el trabajo  (artículo 22 bis).

Se requiere que los mayores de quince,  pero menores de dieciocho años obtengan un certificado médico  que acredite  su aptitud  para el trabajo y se sometan a los exámenes médicos que periódicamente ordenen las autoridades laborales correspondientes (artículo 174).

Aunque el INM  no es una instancia laboral,  a la hora  de la solicitud de  un  documento migratorio con  permiso laboral  interviene en  ese ámbito.  Así, para  el trámite  de una Tarjeta  de Trabajador Fronterizo, TTF,   los  lineamientos  establecen  que  es  “[a]plicable  a  nacionales guatemaltecos y beliceños que  tengan  16  años[19] o más,  cuenten con una oferta  de empleo  y soliciten la condición de estancia de visitante trabajador fronterizo” (Lineamientos para  trámites y procedimientos migratorios, 2012, artículo  77).

Para las personas menores de 18 años,  en específico de Guatemala, se estipulan como requisitos:[20] 

1. “Presentar certificado de nacimiento cuya expedición no sea mayor a seis meses”[21] ;

2. “Oferta  de empleo  en escrito  libre  suscrito  por el empleador o por su representante legal,  que  previamente haya  obtenido constancia de inscripción de empleador”;

3.“Los  nacionales guatemaltecos mayores de 16 y menores de 18 años, acompañados por un tercero o viajen solos, presentarán adicionalmente a los requisitos señalados, documento en el que conste  la autorización para trabajar  en territorio nacional y salir del mismo  otorgado por las personas que ejercen  sobre  ellos la patria  potestad o la tutela  ante notario público”[22] ;
4. “Comprobante del pago de derechos correspondiente en términos de la Ley Federal  de Derechos”[23] .


Para  adolescentes independientes que  no tienen  una  oferta  de trabajo y/o que sus progenitores/tutores viven  en localidades lejanas  de un centro  urbano  donde  haya  un notario  público, pero  que,  además, no cuentan con recursos para la carta  de autorización certificada por este funcionario, el obtener  una TTF resulta prácticamente imposible; pero optar  por  una Tarjeta  de Visitante Regional, TVR,  tampoco es muy viable  para  adolescentes que viven  en aldeas  lejanas,  quienes  también deben  cumplir con el requisito de la carta de autorización ya mencionada. Incluso  para adolescentes que buscan  trabajar  con un empleador registrado —por  ejemplo, en actividades agrícolas—, los requisitos no siempre  se pueden  cumplir.

¿A qué se debe esta aplicación de requisitos tan rígida para menores de edad? ¿Se trata de velar por el cumplimiento de las disposiciones de la OIT relativas a la erradicación del trabajo  infantil  y de las peores formas de este tipo de trabajo? Pero ¿cómo  se vinculan estas preocupaciones con los requisitos para la documentación migratoria? Si las respuestas a estos interrogantes están relacionadas con las preocupaciones por el trabajo  infantil  ¿cuál  es su definición? Y ¿qué  implicaciones tienen las medidas para su erradicación en la búsqueda de oportunidades de adolescentes que tradicionalmente han llegado  a centros  urbanos como Tapachula para trabajar?

Al revisar  las publicaciones de la OIT  es posible  identificar que el concepto de trabajo  infantil  ha creado  confusiones. Incluso, este organismo  internacional ha tenido  que  elaborar manuales de orientación para  las empresas con  el fin de “[e]ntender las situaciones de trabajo infantil” (OIT y OIE, 2016). Según la OIT y la Organización Internacional  de Empleadores, OIE:

El trabajo infantil abarca todas las formas de trabajo inaceptables realizadas por los niños [y las niñas].  Se trata de trabajo  que expone  a los niños [y a las niñas] a daños o abusos  porque:  1) puede dificultar la educación y el pleno desarrollo del niño [y de la niña] —debido a la edad del niño [y de la niña]—; y/o  2) pone  en peligro  el bienestar físico,  mental  o moral  del niño [y de la niña]  —dada  la naturaleza del trabajo— (OIT y OIE, 2016: 17).

Así  entendido, estas  mismas   organizaciones  advierten  que  “trabajo infantil” no  es  sinónimo de  “trabajo llevado   a  cabo  por  personas menores de dieciocho años”:

No todo el trabajo  realizado por los niños  es trabajo  infantil. Millones de  personas jóvenes   por  encima   de  la  edad  mínima   correspondiente trabajan, remuneradas o no,  de  manera  legítima, apropiada para  su edad y madurez y formando parte de su socialización y de la transición de la escuela  al trabajo.  Trabajando, estos  jóvenes  aprenden a asumir responsabilidades, adquieren competencias, contribuyen a los ingresos y el bienestar de su familia  o a los suyos  propios, y contribuyen a la economía de su país (OIT y OIE, 2016:  17).[24] 
Lo que se puede  deducir  es que “trabajo infantil” se usa como adjetivo calificativo o, si se quiere  expresar de otra  forma,  hay que  identificar qué actividad califica o no como “trabajo infantil”. En México, citando a la OIT, el Consejo Nacional para Prevenir la Discriminación, señala:
Para calificar  o no de “trabajo infantil” a una actividad específica habrá que valorar  entonces, además  de la edad, “el tipo de trabajo  en cuestión y la cantidad de horas que le dedica,  las condiciones en que lo realiza  y los objetivos que persigue cada país. La respuesta varía de un país a otro y entre uno y otro sector”  (Conapred, 2010:  5).

La erradicación del trabajo  infantil  y de las peores  formas  de este tipo de trabajo  no se logra  imponiendo requisitos migratorios rígidos  para personas “menores de dieciocho años”  que buscan  trabajar  en México. Los estándares internacionales consideran las situaciones en las cuales se puede  flexibilizar la edad o se reconoce la autonomía de las personas adolescentes en la búsqueda de oportunidades laborales, diciendo que los “menores de edad sin acompañamiento” enfrentan distintos riesgos, por lo cual se deben  encaminar esfuerzos para garantizar el acceso  y la realización de derechos, independientemente de su nacionalidad y estatus migratorio.

Al respecto, el Comité  de los Derechos del Niño, en 2005, emitió la Observación General  No. 6. Trato de menores  no acompañados y separados de su familia  fuera de su país de origen,  mediante la cual se enfatiza  que:

Las  obligaciones  del  Estado   en  virtud   de  la  Convención  [de  los Derechos del Niño] se aplican  con referencia a todos los menores que se encuentren dentro  de su territorio y a los que estén  por otro concepto sujetos  a su jurisdicción (art. 2). Estas  obligaciones a cargo  del Estado no podrán  ser arbitraria y unilateralmente recortadas … Por otra parte, las obligaciones del Estado de acuerdo con la Convención se aplican  dentro de las fronteras de ese Estado,  incluso  con respecto a los menores que queden  sometidos a la jurisdicción del Estado  al tratar de penetrar en el territorio nacional. Por tanto,  el disfrute  de los derechos estipulados en la Convención no está limitado a los menores que sean nacionales del Estado Parte, de modo que, salvo estipulación expresa  en contrario en la Convención, serán también aplicables a todos los menores —sin excluir a los  solicitantes de asilo,  los  refugiados y los  niños  migrantes— con independencia de su nacionalidad o apatridia, y situación en términos de inmigración (Naciones Unidas, 2005: 7).[25] 

Dicho comité define como “menores no acompañados” a quienes  están separados/as de ambos padres y otros parientes y no están al cuidado de una persona  adulta  a la que, por ley o costumbre, incumbe esa responsabilidad. Por su parte,  se refiere a “menores separados” como  aquellas personas que  están  separadas de sus padres  o de sus tutores  legales  o habituales, pero no necesariamente de otros  parientes (Naciones Unidas,  2005:  6). La Observación No.  6 permite  identificar un espectro amplio  de situaciones, que no se restringen a la “condición de viaje”, mediante la cual las autoridades migratorias clasifican a esta población, sino que incluyen otras como  las experiencias en el destino  de quienes viven  solos  y buscan  trabajo  o trabajan en diferentes circunstancias y condiciones, como el caso de los adolescentes de nuestro  interés.  Otras autoras  y autores  proponen hablar  mejor  de niñez  independiente, que abarca  la clasificación de la Observación No. 6, pero que no los nombra en función  de su “separación” de personas adultas  —padres/tutores y otros familiares— (Bhabha, 2008; Yaqub,  2009: 9-10). Según Jaqueline Bhabha  (2008:  2):
Se puede definir a los niños y las niñas migrantes independientes como niños  y niñas  que migran  a través  de las fronteras nacionales de forma separada —aunque no necesariamente divorciada— de sus familias  e incluyen dentro  de esta definición cuatro  categorías generales definidas por el propósito primordial del viaje:
a.  Niños   y  niñas   que  viajan   en  busca   de  oportunidades,  ya  sean educativas o relacionadas con el empleo.
b.  Niños   y  niñas  que  viajan   para  sobrevivir —para   escapar   de  la persecución o la guerra,  el abuso familiar, la extrema pobreza.
c. Niños  y niñas que viajan  para la reunión familiar  —para  unirse  con familiares documentados o indocumentados que ya han migrado.
d. Niños  y niñas  que  viajan  en  contexto de  explotación [incluida la trata].
Estos grupos  no son mutuamente excluyentes. Al igual que los adultos, los niños  y las niñas  viajan  de manera  independiente por razones  que pueden  superponerse.[26] 
Además, hay  que  agregar  que  en  muchos de  estos  casos  se viaja  sin documentación migratoria o no  tienen  la documentación apropiada para hacerlo  (Chávez y Menjívar, 2010).

 Los   adolescentes  de   nuestro    interés   son   considerados  como migrantes independientes, una modalidad de migración sin acompañamiento, que  no  implica  que  sean  personas sin  la protección o el cuidado de familiares, pero  sí que son personas que se involucran en distinto  grado en la decisión de migrar,  así como en decisiones durante el proceso  migratorio mismo,  por  lo que  su punto  de vista  sobre  la migración y su agencia  son cruciales para comprender sus experiencias en la migración laboral.

Adolescentes de Guatemala que remontan obstáculos y trabajan en México
Para  muchos adolescentes guatemaltecos, migrar  desde  sus  comunidades  para buscar  trabajo  en México  constituye una experiencia vital. Estas  experiencias pueden  ser  transicionales o no  hacia  otra  fase  de sus  vidas,  en el sentido  de pasar  a “adultos”; para  algunos  puede  ser continuidad de una experiencia más larga que empezó  desde una edad más temprana y que los propios  adolescentes la pueden  estar considerando como un camino  hacia otra fase de sus vidas. En cualquier caso, interesa  comprender qué es lo que los propios  adolescentes piensan  al respecto, qué los motiva,  considerando su perspectiva.

  Lo que revelan  los relatos  que analizamos para este artículo  en particular  es que hay adolescentes que asumen  responsabilidades, toman decisiones, tienen  claridad respecto al objetivo de su migración y de su trabajo en Chiapas, están expuestos a distintos riesgos,  trabajan en condiciones precarias, y deben desplegar estrategias para su autoprotección así como  la de sus amigos  o familiares, si es que vienen  en compañía de quienes  tienen  similares edades  y también trabajan en parecidas circunstancias y actividades. Sobre  esos casos,  queremos puntualizar. Eso no implica  que no haya otras experiencias en las que personas adolescentes  puedan  estar en condiciones de explotación o de vulneración y que la posibilidad de ejercer  su agencia  esté restringida.

  Si bien no tenemos un conocimiento muy amplio  sobre la situación de las personas “menores de 18 años” procedentes de Guatemala —y, más recientemente, pero en menor  número, de otros países— que trabajan en la región  Soconusco y en localidades fronterizas de esta  o de otras regiones de la llamada  frontera sur de México, en los últimos  años se ha avanzado hacia una aproximación a sus experiencias. Ya en 1995,  Aura Marina  Arriola  se refería  a la niñez guatemalteca trabajando en diversas actividades en la ciudad  de Tapachula. En el año 2000,  como  parte de una tipología de la migración femenina, en El Colegio de la Frontera Sur, Ecosur,  llamábamos la atención sobre la presencia, como grupo  de migrantes laborales, de “los niños y las niñas que se ocupan  en servicios como  ayudantes, cargadores, lustradores de calzado” (Ángeles y Rojas, 2000:  139).  Un  poco  después  llevamos a cabo  un  estudio  específico sobre  menores de edad  que  trabajan en actividades agrícolas (Rojas  y Ángeles, 2002)  y un estudio  sobre  niñez  en municipios fronterizos de la región  Soconusco (Rojas  y Ángeles, 2003).  A lo largo de la siguiente década  se han llevado  a cabo estudios específicos sobre  las condiciones de vida y de trabajo enfocada a la niñez trabajadora en el sector primario y en el terciario (ver, por ejemplo, Casillas, 2006;  Girón,  2010;  López, 2012;  Wilson, 2012;  Zapata  et al.,  2013;  Rivera,  2014).  En  el caso de niñas  y adolescentes que  trabajan en los  hogares  se han  llevado  a cabo algunos  informes y estudios específicos, sin que necesariamente se focalicen en este grupo  de edades  sino en general  en quienes  participan en dicha actividad (ver, por ejemplo, Blanco,  2012).[27] 

Con la descripción que hacía Aura Marina  Arriola (1995),  teníamos algunas  evidencias de la diversidad de actividades en las que trabajaban niñas,  niños y adolescentes de Guatemala en Tapachula. Actualmente, podemos tener una mejor  idea de la inserción laboral  mediante la Encuesta  de Migración en la Frontera Sur, Emif  Sur 2015,  que, como  la propia encuesta lo evidencia, es diversificada, sin que ello implique que se esté registrando un proceso  de  diversificación de oficio u ocupaciones. La diversidad ya existía y es necesario documentarla históricamente, pues  la presencia de menores de edad  que trabajan no es nueva  ni mucho  menos  reciente (Arriola, 1995;  Ángeles  y Rojas,  2000;  Girón, 2010).  La encuesta capta registros de eventos  de movilidad, por lo que hay que ser cautos  en no usar esta fuente  para hablar  de volúmenes de trabajadores.[28] A manera  de ilustración, en 2015 se registraron 12,715 cruces  de trabajadores menores de dieciocho años  que dicen  ser residentes  en Guatemala y que trabajaron en Chiapas, 3%, de un total de 472,916 cruces.  Dos tercios,  65%, de esos cruces corresponden a casos de trabajadoras/es en actividades agropecuarias; 9.3% a trabajadores/as en el comercio; 5.7%  a trabajadoras/es en servicios domésticos; 5.6% a trabajadores/as en la construcción; 5.3%  a vendedores/as ambulantes;  5.2%  a trabajadores/as industriales, y 4.1%  a trabajadoras/es en oficios diversos —que  incluyen vigilantes; conductores y ayudantes de conductores; ayudantes de preparación de alimentos; trabajadores en paquetería, entre  otros—[29] . Del  total  de cruces  realizados por menores de edad,  casi 82%  corresponde a quienes  permanecen en Chiapas más de 24 horas;  69% a quienes  permanecen entre un mes y hasta un año.  Desagregados por sexo,  alrededor de 10%  del total  de cruces  de menores de  edad  corresponde a mujeres. Por  lugar  de  origen,  62% corresponde a cruces  realizados por  menores de edad  procedentes de Huehuetenango; 24% de San Marcos  y 10% de Quetzaltenango, entre otros  departamentos. Por  uso de documento migratorio: 27%  de los cruces  son de menores de edad que no usan algún  documento de este tipo; 40% utiliza  tarjeta  de visitante regional y 33% emplea  tarjeta  de trabajador fronterizo.

Entre los quince adolescentes que participaron en el taller, nueve señalaron  que trabajaban vendiendo dulces,  pero en la modalidad conocida como “chicleros”, que es preferida por algunos  porque  les permite autoadministrarse. Dos  trabajaban vendiendo dulces  de azúcar  conocidos como algodones, en una relación subordinada laboral.  Otros trabajaban  como:  ayudantes en la preparación de alimentos, lustrador de zapatos  —conocido como “bolero”—, ayudante de albañil  y ayudante de  veterinaria. Pero,  en  su  trayectoria, al momento de  la entrevista, varios  habían  desempeñado más  oficios  que  el número de veces  que habían  llegado     a Tapachula. Algunos tenían  alrededor de cinco años de experiencia trabajando en esta ciudad.  Al menos  uno de ellos trabajó primero en las fincas,  pero varios  procedían de zonas  rurales  donde habían  sido trabajadores familiares o jornaleros.

Los  quince  adolescentes son  originarios de  los  departamentos de Huehuetenango y  San  Marcos   que,  según  el  Programa de  Naciones Unidas  para  el Desarrollo, PNUD, con  base  en la edición  2014  de la Encuesta Nacional de Condiciones de Vida,  Encovi,  están  ubicados en tercero  y quinto  lugar  con mayor  porcentaje de población en situación de pobreza  multidimensional entre los 22 departamentos que componen Guatemala: 85.3% y 82.6%, respectivamente (PNUD, s.f.). En su orden, estos adolescentes son de municipios del departamento de San Marcos: Concepción Tutuapa, San  Marcos  y Tacaná, con  una  tasa  de pobreza total rural de 91.9%, 76.4% y 88.8%, respectivamente, y tasa de pobreza extrema rural de 37.4%,  18.7% y 37.8%,  respectivamente (INE, 2013).

Básicamente se  trata  de  adolescentes que  llegan  a  Chiapas y,  en particular, a la ciudad  de Tapachula a trabajar  porque  hay opciones para hacerlo, aunque  lo que  ganen  sea poco:  “allá  con  nosotros casi  no se consigue mucho  trabajo” (León,  17 años)[30] .  Hay  varias  motivaciones que  pueden  estar  vinculadas entre  sí, pero  aquí  destacamos: 1. seguir estudiando,  pero   no   tienen   los   recursos  para   hacerlo   —algunos estudian y otros  se ven obligados a suspender un año para  retomar al año siguiente—; mientras que otros ya no pueden  seguir  haciéndolo o consideran que con la primaria es suficiente para lo que quieren  hacer en su futuro.  2. contar  con  algo  para  comprar su ropa  o darse  algún gusto, y 3. ayudar  a sus padres  y a sus hermanos con algún recurso.

Edmundo,  de  15  años,   originario  de  Cuilco,   departamento  de Huehuetenango, había llegado  por tercera  ocasión  a Tapachula durante las vacaciones para trabajar  y ayudarse con algunos  gastos.  Él ya había terminado su primer año de secundaria y quería seguir estudiando, pero su padre  acababa de separarse de la familia,  por lo que había  decidido dejar la escuela  un año mientras trabajaba. Tenía  la firme intención de reanudar sus estudios al cabo de ese año:

yo tenía papá,  pero mi papá lo dejó a mi mamá.  Sí, mi mamá  está sola ahorita  y yo mismo  estoy  haciendo la lucha  de tener  un recurso  para seguir mi estudio.

Brandon, de 17 años,  ya no vive  en su aldea  sino  en la cabecera del municipio de San  Marcos, a donde  se fue después  de terminar la secundaria para  seguir  estudiando y ser maestro,[31] y si se puede  ir a la universidad. Durante las  vacaciones llega  a Tapachula donde  trabaja vendiendo dulces  y así contar  con algún ingreso:

… mi papá,  cuando  terminé  mi secundaria, me habló  … si yo tenía la decisión de poder  seguir  estudiando, pues.  Tuve  que  pensar,  pues, porque… pensar  en lo más grande,  pues.  Digamos, yo pensé  antes  en mis estudios, cómo sería mi profesión. Entonces me decidí;  porque  no hay más …  Entonces, decidí  mi carrera  [como  maestro], y ahora  eso, y ahora ya, digamos, que ya voy a medias.
Los  adolescentes que  tienen  más  años  de  llegar  a Tapachula narran cómo se fue dificultando el cruce de la frontera. Misael,  de 17 años, de San Marcos, viajó por primera vez a Tapachula a trabajar  cuando  tenía 12 años —en  2007—. En 2010,  dice que comenzaron a pedir  el permiso “para  pasar”.  Su tío le ayudó  a hacer  el trámite, en ese entonces, de la Forma  Migratoria de Visitante Local.  Algunos de los adolescentes, como Misael  o como Olegario, de 15 años, podían  cumplir con el requisito de llevar a los padres  o a un familiar  adulto  y hacer el trámite de un documento de visitante regional, mas no de trabajo.  Para otros adolescentes, como  Milton,  de 17 años,  también de San Marcos, que vive  más  lejos  de la línea  fronteriza, hacer  ese trámite  era muy  difícil y, por eso,  daba  “la gran  vuelta”  para  poder  llegar  a Tapachula, desafiando el control  migratorio pero arriesgándose a sufrir un accidente o un asalto.[32] A otros les resultaba aún más difícil,  como  a Naum,  de 16 años,  originario de Concepción Tutuapa, huérfano de padre  y madre que creció  con una familia  adoptiva, aunque  “a la mera  hora”  le dijeron: “no somos tus papás, pero te ayudamos a crecer”.  Sólo pudo cursar hasta el cuarto  año de primaria, aun así no se ha quedado inactivo. Ha trabajado en varios  lugares  y quiere  llegar lejos con su trabajo.  Por eso, decidió  buscarlo en  Ciudad  de  Guatemala, luego  en  Cancún y más tarde en Tapachula; como  no tenía documento de migración, cruzaba por el río Suchiate.
N: Yo paso por la frontera, por el río … por el mero río, porque  no hay de otra. No tengo papeles ni credencial, y sin un documento no se puede. E: ¿Has intentado sacar documentos? ¿Alguien te ha dicho? ¿Has preguntado? N: Sí, he preguntado, pero no tengo  tiempo  para sacar.  Bueno,  tal vez tiempo,  pero no puedo  porque  nada tengo prueba  de que... alguien  me ayude.  Yo solito pienso  de cómo le puedo  hacer, por eso me vengo para acá así.
Muchos de estos  adolescentes —incluyendo a otros  que no participaron  en el taller—  tuvieron que  aprender que  la frontera se erigió  en límite,  en demarcación, y que ya no la podían  cruzar  como  cuando  se usaba  el “pase  local”  o se hacía  sin documento migratorio, por lo que se vieron  forzados a caminar largos  trayectos para  poder  llegar  a Tapachula  —por  el río o por la montaña— y que debían  tratar  de pasar desapercibidos y autoprotegerse, entre otras acciones.
Reflexiones finales
Las  y los  adolescentes de Guatemala que  llegan  a trabajar  por  temporadas  a localidades fronterizas en  México  se  ocupan  en  distintas actividades. En el caso  de los adolescentes que participaron en el taller  al que  aludimos más  arriba,  la mayor  parte  combina el estudio con  el trabajo,  ya sea  porque  estudian o piensan  seguir  haciéndolo, pero  también hay  quienes  no  estudian, sea  porque  ya  no  pudieron hacerlo  o porque  así lo decidieron. Las narraciones nos permiten un acercamiento a su vida cotidiana y a las situaciones que deben  enfrentar cuando  quieren  trabajar  en la ciudad  de Tapachula, en medio  de restricciones que se han impuesto para  cruzar  la frontera. Tapachula y la región  Soconusco, históricamente, han sido lugares  a los que adolescentes de ambos  sexos de Guatemala, que viven relativamente cerca de la frontera, llegan  a buscar  trabajo  porque  hay esa posibilidad. Se ha extendido la idea  de que  estos  adolescentes son  víctimas de trata laboral,  que  algunos  participan en la venta  de drogas,  que  otros  no son  de  fiar,  que  son  posibles delincuentes, etcétera. Esa,  al  menos, no es la situación de los adolescentes que participaron en el taller  ya aludido. Posiblemente, en la región  haya  casos  de éstos,  pero  eso no implica  establecer una etiqueta que conduzca a la generalización, a la estigmatización y a la imposición rígida  de medidas restrictivas que lejos  de reconocer a las personas como  sujetas  de derechos, no sólo las victimiza o criminaliza, sino que las expone  de facto  a una mayor vulnerabilidad a la explotación y a la exclusión social. 

  Las restricciones relacionadas con la edad  mínima para trabajar, la erradicación del  trabajo  infantil  y la edad  autónoma para  hacer  trámites  deben  ser revisadas, considerando el contexto social  y cultural, pero  sobre  todo  escuchando la voz  de los y las adolescentes, quienes llegan  a México  buscando opciones de trabajo  y mejorar  en algo  sus ingresos y los de sus familias. Los adolescentes que participaron en el taller  ya mencionado son  plenamente conscientes de las  dificultades que enfrentan en este proceso, pero como  decía Emanuel, de 15 años, de Tacaná, le “echan  ganas”  y trabajan duro: tienen  largas jornadas de trabajo;  cambian de trabajo  buscando opciones más independientes y algún oficio que les guste o en el que consideren que hay alguna ventaja o mejora  comparado con  otro.  Estas  experiencias deben  ser escuchadas y tomadas en cuenta  en la formulación de políticas públicas y en su aplicación, como  dice Harriot  Beazley, para que los derechos de la niñez  y la adolescencia no se sigan  violando en nombre de “la protección”  (2015:  306) y que se invisibilicen las situaciones de precariedad laboral en las que de hecho se encuentran, enfrentando, además, múltiples obstáculos, y viéndose forzados a remontar diferentes fronteras. En ese mismo  sentido, estamos de acuerdo con Jaqueline Bhabha  en que “la vulnerabilidad y la necesidad de protección son sólo un elemento de la agenda  de política  social;  la otra función  es facilitar  la inclusión, la promoción de oportunidades y el reconocimiento de la capacidad de  acción  autónoma responsable para  la participación infantil  en  la formulación de políticas” (Bhabha, 2008: 2).
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1 Jan de Vos distinguió cinco episodios de la historia de la frontera México-Guatemala y Belice: 1. de 1528 a 1531: trazo de la primera frontera-límite; 2. de 1824 a 1842: cambio de demarcación territorial: las provincias de Chiapa y Soconusco se anexan a México; 3. de 1882 a 1895: ajuste en la demarcación internacional del periodo previo; 4. de 1981 a 1984: la frontera-límite de 1882 se convierte en frontera de seguridad, y 5. la frontera al tránsito hacia Estados Unidos (De Vos, 2005).

2 Esas restricciones, igualmente, aplican para el caso de adolescentes beliceños, en caso de registrase su presencia. Hasta ahora, el Instituto Nacional de Migración, INM, solamente expide permisos para trabajadores y trabajadoras “visitantes” de Guatemala y de Belice. Si bien se ha propuesto que se amplíe la cobertura de la Tarjeta de Trabajador Fronterizo para El Salvador y Honduras, aún no hay un acuerdo al respecto (ver CCINM, 2015).

3 El taller se llevó a cabo en El Centro de Atención a Niñas, Niños y Jóvenes Migrantes —conocido como Casa de Día o Centro de Día (DIF Chiapas, s.f.)—, en la ciudad de Tapachula, con la participación de veinte niños y adolescentes: dieciocho de Guatemala, uno de México y uno de El Salvador. Cuando se realizó el taller no había mujeres menores de dieciocho años. Si bien ellas llegan a la Casa de Día, su número es muy bajo, de acuerdo con la información proporcionada por la directora cuando se realizó el taller (Rojas, 2014).

4 Según Nuria González (2012), la confusión ha derivado de la equiparación entre “menor” e “incapaz”. Al respecto señala que “una cosa es afirmar que el menor tiene per se determinadas limitaciones y otra muy diferente, admitir que es un incapaz” (ídem: 58), por lo que no hay razón para omitir su uso, considerando, además, que el término “menor” se consigna en varias convenciones internacionales desde un enfoque de derechos, aunque recomienda su uso en plural, para reconocer las diferencias por edades en este grupo de población (ídem: 170).

5 En términos demográficos, cuando se hace referencia a la composición o clasificación por grandes grupos de edades, se alude a este grupo mencionando la edad que limita el intervalo: “menores de 18 años”. Aquí usaremos de manera indistinta “menores de dieciocho años” y “niños, niñas y adolescentes” cuando se haga referencia al grupo de edad en mención. Cuando aludamos a la revisión bibliográfica usaremos “niñez”, de acuerdo con el uso que hagan los autores del texto. Hay países en los que este grupo puede estar definido en un rango diferente de edades, o bien el concepto mismo de adolescencia como una etapa de transición hacia la adultez puede ser concebida de otro modo, por lo que se prefiere el uso genérico de “niñez”.

6 Adoptada el 20 de noviembre de 1989, entrada en vigor el 2 de septiembre de 1990 y ratificada por México el 21 de septiembre de 1990 (Naciones Unidas, s.f.).

7 Según el artículo 1 de la CDN, el rango puede ser diferente y dependerá de la edad que por ley se establezca como mayoría de edad.

8 La Ley para la Protección de los Derechos de Niños, Niñas y Adolescentes, LPDNNA, por ejemplo, hace esta distinción. Según el artículo 2, son adolescentes quienes tengan entre 12 y 17 años cumplidos (LPDNNA, 2010).

9 En el caso de México, el acompañamiento o no de una persona menor de edad es captada en las estadísticas migratorias mediante la “condición de viaje” en los registros de las llamadas “presentaciones” —en otros momentos conocidas como “aseguramientos” o “alojamientos”— y de las “devoluciones” (ver UPM, s.f.).

10 A nivel nacional, la desagregación por grandes grupos y sexo se comenzó a publicar a partir de 2007 en el portal electrónico del Centro de Estudios Migratorios del INM. Desde esa fecha, la población menor de dieciocho años, además, es desagregada en dos grandes grupos: “de 0 a 11 años” y “de 11 a 17 años”. Sin embargo, la condición de viaje —“acompañados” y “no acompañados”— solamente se publicó para el primero de estos dos grupos. Hasta 2010, este desglose incluiría a ambos grupos. Como ilustración, entre 2010 y 2016, la autoridad migratoria mexicana llevó a cabo un acumulado de 125,664 aseguramientos o presentaciones de menores de dieciocho años, de los cuales la mitad —49.9% = 62,644— es sin acompañamiento. De este total, 88% se relaciona con adolescentes de 12 a 17 años. En este último caso, el incremento ha sido notorio: de 2,137 eventos en 2010, aumentó a 5,297 en 2013, hasta llegar a 17,911 en 2015 (cálculos propios a partir de los Boletines Estadísticos de UPM, s.f.).

11 En particular, la Convención sobre los Derechos del Niño, CDN, y la Convención Internacional sobre la Protección de los Derechos de todos los Trabajadores migratorios y sus familias, CDTMF.

12 La aplicación al derecho a la participación —artículo 12, CDN— ha sido objeto de críticas, las cuales se vinculan con la consideración de la niñez y la adolescencia como actores sociales y con su capacidad de agencia (Castro et al., 2009).

13 A la fecha, la CDN tiene 31 observaciones generales del Comité de los Derechos del Niño, que buscan orientar a los Estados en su aplicación (ver OHCHR, s.f.).

14 “Tecniques of self” o “tecnologies of self”, que según Foucault forman parte de cuatro tipos de tecnologías que los individuos usan para entenderse a sí mismos: 1. tecnologías de producción, 2. tecnologías de signos, 3. tecnologías del poder, y 4. tecnologías del yo, que “casi nunca funcionan de modo separado, aunque cada una de ellas esté asociada con algún tipo de dominación” (Foucault, 2008: 48).

15 Que se conmemora el 12 de junio.

16 Notas de entrevista de Martha Rojas y Hugo Ángeles al Delegado Regional del INM en Chiapas, Javier Miguel Bolaños, en 2003.

17 En apego al Decreto por el que se reforma la fracción III del apartado A del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, publicado en el DOF el 17 de junio de 2014, se modificó la edad mínima para trabajar en los siguientes términos: “[q]ueda prohibida la utilización del trabajo de los menores de quince años. Los mayores de esta edad y menores de dieciséis tendrán como jornada máxima la de seis horas.” (Artículo 123, A, III). En 1931 esta edad mínima era de doce años, en 1962 de catorce años, y en 2015 de quince años (Marquet, 2014; Decreto por el que se reforman y derogan diversas disposiciones de la Ley Federal del Trabajo, en materia de trabajo de menores, 2015).

18 Resaltado de la autora. Valga agregar que este criterio era aplicado por el INM cuando la edad mínima para trabajar era de 14 años. En 2010, Carol Girón hacía referencia al trámite de la FMTF, señalando: “[e]n este último caso, los niños, niñas y adolescentes pueden realizar el trámite directamente siempre y cuando hayan cumplido los 16 años de edad y cuenten con un documento que lo demuestre y permiso de los padres” (Girón, 2010: 253).

19 Resaltado de la autora para enfatizar la edad mínima que establece el INM para la expedición de TTF.

20 Los requisitos para personas de origen beliceño y de origen guatemalteco difieren levemente. A las primeras no se les pide Documento Personal de Identificación —por ser el documento de identidad de Guatemala—; en el caso de Belice, la autorización de quienes ejercen la patria potestad debe estar certificada por un juez de paz, mientras que en el caso de Guatemala por un notario público.

21 Este requisito también es aplicable a los casos de trabajadores y trabajadoras que viajan con sus hijos e hijas menores de 18 años, pues se debe comprobar el parentesco, incluyendo el vínculo de matrimonio o unión libre, si el trabajador o trabajadora viaja en compañía de su familia (Lineamientos para trámites y procedimientos migratorios, 2012, artículo 77).

22 Valga decir que el requisito de la autorización ante notario público también aplica para el caso del trámite de una Tarjeta de Visitante Regional (Lineamientos para trámites y procedimientos migratorios, 2012, artículo 74).

23 En julio de 2017, el costo de una TTF era 332 pesos, el cual se puede exentar si el trabajador o la trabajadora demuestra, con una carta oferta de empleo, que ganará menos del salario mínimo (LFD, 2016).

24 Resaltado de la autora, para enfatizar que las críticas las enfoca a la manera como se aplica el concepto para las personas con la edad mínima para trabajar. La propia OIT alude a la posibilidad de “trabajo ligero” para personas por debajo de esta edad mínima, siempre que las leyes del país lo permitan, pero esa discusión amerita otro espacio.

25 Resaltado de la autora.

26  Traducción libre. Children ha sido traducido como “niños y niñas”. Valga aclarar que se trata de personas menores de 18 años, de acuerdo con la definición de niñez. Por lo tanto, bajo esta denominación se incluye a adolescentes.

27 Según cálculos propios con base en los datos de Emif Sur 2015, y a modo de ilustración, las mujeres trabajadoras en hogares, mayores de 15 pero menores de 18 años, representan sólo 2.7% del total de cruces de mujeres en dicha actividad captados a lo largo del año.

28 En teoría, mediante los registros administrativos del INM, se podría tener una idea de la presencia de adolescentes de dieciséis y diecisiete años a quienes se les expide una tarjeta de trabajador fronterizo para desempeñar alguna actividad, previa carta de oferta de trabajo. Sin embargo, su número es muy bajo. Lo cual puede estar dando una idea de un subregistro de esta participación, o bien que ha descendido el número de personas que se documentan, como ya lo he expuesto en Rojas, 2017.

29 Cálculos propios con base en datos de Emif Sur 2015. Cuestionario Procedentes de México (Colef et al., s.f.). Se agradece a Humberto Martínez García el procesamiento de datos de Emif Sur para esta sección.

30 En este artículo se usan pseudónimos con el propósito de preservar la identidad de los adolescentes. Éste no fue el caso para el libro de divulgación (Rojas, 2014), donde los participantes solicitaron que sus nombres de pila figuraran.

31 En marzo de 2016, en Concepción Tutuapa, San Marcos, Guatemala, organizamos la presentación del libro de divulgación sobre niñez y adolescentes guatemaltecos que trabajan en Chiapas (Rojas, 2014). Al finalizar la presentación en una escuela de educación primaria, uno de los maestros intervino para relatar que él se veía reflejado en algunas de esas historias porque había sido uno de esos adolescentes que viajaba a Tapachula para poder ayudarse con algún recurso para estudiar. Se trataba de una historia similar a la de Brandon.

32 No se incluye la descripción de la ruta ni de los lugares de cruce porque no es el propósito de nuestro trabajo, pero, además, porque algunos adolescentes manifestaron temor al respecto. Ya en otro texto hemos señalado el dilema ético de visibilizar lo que expresamente se quiere invisibilizar como una estrategia de confrontar (Rojas y De Vargas, 2014).
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